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  India: Orissa debe evitar los desalojos forzosos en 
Jagatsinghpu r y consultar con los agricultores que protestan 

contra el desplazamiento  
 

 
Amnistía Internacional expresa gran preocupación ante los informes según los cuales los 
agricultores de Jagatsinghpur, en Orissa, estado oriental de la India, que protestan contra su 
desplazamiento, propuesto por el gobierno estatal para un nuevo proyecto industrial, temen 
actualmente ser desalojados forzosamente por la fuerza policial del estado. 
 
El distrito de Jagatsinghpur vive en un estado de gran tensión después de que 1.000 agentes 
de la fuerza policial del estado rodearon los panchayats de Dhinkia, Nuagaon y Gadakujang, 
aparentemente como preparativo para entrar en la zona. En los últimos 14 meses varios 
pueblos de la zona vienen siendo escenario de protestas de los agricultores contra su 
desplazamiento debido a la instalación de una fábrica de acero integrado por la empresa 
surcoreana POSCO. 
 
Amnistía Internacional pide que se recuerden los lamentables episodios de violencia 
desencadenados recientemente en Kalingar Nagar (en Orissa) y Nandigram (en el vecino 
estado de Bengala Occidental). El uso de la fuerza policial —en un contexto en el que no se 
han realizado consultas con las comunidades locales que protestan— produjo 13 muertes en 
Kalinga Nagar y al menos 14 en Nandigram, además de heridas graves a varias personas.   
 
Amnistía Internacional desea recordar al gobierno de Orissa el principio 9 de los  Principios 
Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados 
de Hacer Cumplir la Ley, que establece que: "Los funcionarios encargados de hacer cumplir la 
ley no emplearán armas de fuego contra las personas salvo en defensa propia o de otras 
personas, en caso de peligro inminente de muerte o lesiones graves, o con el propósito de 
evitar la comisión de un delito particularmente grave que entrañe una seria amenaza para la 
vida, o con el objeto de detener a una persona que represente ese peligro y oponga resistencia 
a su autoridad, o para impedir su fuga, y sólo en caso de que resulten insuficientes medidas 
menos extremas para lograr dichos objetivos." Cualquier acción de la policía debe ser una 
respuesta proporcional a la acción de los manifestantes y evitar lesiones innecesarias a la 
población civil. 
 
Amnistía Internacional cree que las consultas exhaustivas sobre el impacto de las decisiones 
económicas en los derechos humanos con las personas que se verán afectadas son vitales 
para salvaguardar los derechos humanos en el contexto del desarrollo. 
 
Amnistía Internacional desea recordar a los gobiernos su obligación de buscar vías para 
guardar el equilibrio entre el respeto a los derechos humanos y los intentos de alcanzar el 
crecimiento económico. La organización reitera que el desarrollo sostenible no puede medirse 
únicamente con indicadores económicos, sino que es un proceso holístico que abarca el 
desarrollo de la sociedad civil, el fortalecimiento del Estado de derecho y el logro de las 



aspiraciones de personas y grupos en los ámbitos civil y político, social y cultural, además del 
económico. 
 

En este sentido, la organización reitera su petición al gobierno de Orissa para que: 
 
evite los desalojos forzosos; 
anuncie y aplique una política sistemática de consultas exhaustivas con las poblaciones 
locales antes de implantar cualquier medida de desarrollo que pueda afectar a sus medios 
de vida; y 
garantice que, cuando se proponga el reasentamiento de poblaciones, haya medidas de 
rehabilitación, reasentamiento y reparación justas, adecuadas y culturalmente sensibles 
para las personas afectadas. 

 
Información complementaria 
Desde junio de 2005, el distrito de Jagatsinghpur ha sido escenario de frecuentes protestas 
contra el posible desplazamiento derivado de la decisión del gobierno de Orissa de formalizar 
un acuerdo con POSCO para que ésta establezca su fábrica de acero integrado. Desde febrero 
de 2006, los manifestantes han levantado barricadas en la zona donde va a construirse la 
planta y han impedido que los funcionarios entren en varios pueblos. La zona fue escenario de 
actos violentos en febrero de 2007, cuando se celebraron elecciones locales en Orissa. 
 
 
 
 


